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LEY 2052 DE 2020

(agosto 25)

por medio de la cual se establecen disposiciones transversales a la Rama Ejecutiva del nivel nacional 
y territorial y a los particulares que cumplan funciones públicas y/o administrativas, en relación con la 

racionalización de trámites y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

CAPÍTULO I

Objeto, sujetos obligados y definiciones

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto establecer dis-
posiciones transversales a la Rama Ejecutiva del nivel nacional y te-
rritorial y a los particulares que cumplan funciones públicas y/o admi-
nistrativas, en relación con la racionalización de trámites, con el fin de 
facilitar, agilizar y garantizar el acceso al ejercido de los derechos de las 
personas, el cumplimiento de sus obligaciones, combatir la corrupción 
y fomentar la competitividad.

Artículo 2°. Sujetos obligados y enfoque territorial. La presente ley 
aplica a toda la Rama Ejecutiva del nivel nacional y territorial, así como 
a los particulares que cumplan funciones públicas y/o administrativas. 

Esta ley debe ser interpretada y aplicada reconociendo y procurando 
resolver las inequidades territoriales en materia de infraestructura tec-
nológica., y de conectividad. Las autoridades competentes para definir 
los plazos y lineamientos de cumplimiento de las obligaciones previstas 
en esta Ley adoptarán plazos y lineamientos diferenciados para las en-
tidades territoriales que no cuenten con la infraestructura tecnológica o 
la conectividad requerida. En todo caso, las entidades territoriales que 
detecten circunstancias que les impida dar cumplimiento a lo previsto 
en esta Ley por razones presupuestales, tecnológicas o de conectividad 
podrán solicitar ampliación de los plazos o modificación de los linea-
mientos de manera motivada.

Parágrafo. El Gobierno nacional, los gobiernos departamentales, 
municipales y distritales; así como los esquemas asociativos territo-
riales podrán desarrollar programas de cofinanciación que faciliten el 
cumplimiento de esta ley.

Artículo 3°. Definiciones. El Gobierno nacional, definirá los siguien-
tes conceptos: Automatización, Digitalización, Cadena de trámites, Es-
tampilla electrónica, Formulario único, Interoperabilidad, Racionaliza-
ción de trámites, Registros públicos y Trámite.

CAPÍTULO II

Racionalización, digitalización, automatización, trámites en línea, 
revisión, compilación y formularios únicos

Artículo 4°. Racionalización de trámites. Los sujetos obligados en 
los términos de la presente Ley deberán revisar, cada seis (6)- meses, 
que los trámites cumplan con los lineamientos y criterios fijados por la 
Política de Racionalización de Trámites y demás normas que regulen la 
materia. Así mismo deberán elaborar anualmente la estrategia de racio-
nalización de trámites, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 73 de 
la Ley 1474 de 2011 o las disposiciones que lo desarrollen, modifiquen, 
sustituyan, deroguen o adicionen.

Artículo 5°. Automatización y digitalización de los trámites. Los su-
jetos obligados en los términos de la presente ley deberán automatizar 
y digitalizar la gestión interna de los trámites que se creen a partir de la 
entrada en vigencia de esta Ley, los cuales deberán estar automatizados 
y digitalizados al interior de las entidades, conforme a los lineamien-
tos y criterios, establecidos por el Departamento Administrativo de la 
Función Pública y el Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones.

El Departamento Administrativo de la Función Pública y el Ministe-
rio de Tecnologías de la información y las Comunicaciones, determina-
rán los plazos y condiciones para automatizar y digitalizar los trámites 
existentes antes de la entrada en vigencia de la presente ley.

Parágrafo. Los sujetos obligados en los términos de la presente ley, 
salvo autorización legal, no podrán incrementar las tarifas o establecer 
cobros adicionales a los trámites en razón de su automatización y/o 
digitalización, so pena de la correspondiente sanción disciplinaria a la 
que haya lugar.
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Artículo 6°. Trámites en línea. Los trámites que se creen a partir de 
la entrada en vigencia de la presente Ley deberán realizarse totalmente 
en línea, por parte de los ciudadanos. Para los trámites existentes antes 
de la entrada en vigencia de la presente ley y que no puedan realizarse 
totalmente en línea, el Ministerio de Tecnologías de la información y 
las Comunicaciones determinará los plazos y condiciones para el trá-
mite. El Estado promoverá el uso de los canales virtuales para tal fin.

Parágrafo. Los sujetos obligados en los términos de la presente ley, 
salvo autorización legal, no podrán incrementar las tarifas o establecer 
cobros adicionales a los trámites en razón de su realización en línea, 
so pena de la correspondiente sanción disciplinaria a la que haya lugar.

Artículo 7°. Revisión de trámites. El Departamento Administrativo 
de la Función Pública, cada dos (2) años, a partir de la entrada en vi-
gencia de esta ley, deberá realizar una revisión de los trámites, procesos 
y procedimientos existentes y emitir un informe público señalando los 
trámites que deberán ser racionalizados y aquellos sobre los cuales po-
dría aplicar el silencio administrativo positivo.

Parágrafo 1°. Con base en el informe periódico del Departamento 
Administrativo de la Función Pública (DAFP), los Ministerios y enti-
dades públicas incluirán en sus agendas regulatorias los proyectos de 
Decretos y/o de resoluciones que deban considerarse y adoptarse para 
reformar los trámites, procesos y procedimientos correspondientes.

Parágrafo Transitorio. El Departamento Administrativo de la Fun-
ción Pública (DAFP), deberá hacer la primera revisión y emitir el in-
forme público señalado en este artículo, dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la entrada en vigencia la presente ley.

Artículo 8°. Identificación y priorización de cadenas de trámites. 
Cada entidad nacional y/o territorial deberá identificar las cadenas de 
trámites en las cuales participa, así como priorizar la simplificación de 
los trámites asociados a dichas cadenas y la interoperabilidad con las 
demás entidades participantes.

Conforme a lo anterior, las entidades nacionales y territoriales debe-
rán automatizar cada cadena de trámites y permitir que la gestión de los 
trámites asociados se haga en línea, garantizando la integración con el 
Portal Único del Estado Colombiano y haciendo uso de los Servicios 
Ciudadanos Digitales.

Parágrafo. Los sujetos obligados en los términos de la presente Ley, 
deberán coordinar con el Ministerio de Relaciones Exteriores y con la 
Dirección de Asuntos Consulares y Servicio al Ciudadano, la extensión 
e interoperabilidad de los trámites para su fácil acceso a colombianos 
en el exterior en línea o desde las misiones diplomáticas en el exterior; 
en especial los correspondientes a los referentes con Convenios Interna-
cionales y el reconocimiento de documentos de origen extranjero como 
de la identificación biométrica.

CAPÍTULO III

De los Servicios Ciudadanos Digitales
Artículo 9°. Servicios ciudadanos digitales. Los sujetos obligados 

en los términos de la presente ley, deberán implementar los servicios 
ciudadanos digitales en los términos señalados por el Ministerio de Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones, respecto del uso y 
operación de estos.

Las personas jurídicas privadas podrán prestar servicios ciudadanos 
digitales especiales previa habilitación, y conforme con los lineamien-
tos que establezca el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, de conformidad con los principios de integridad, 
autenticidad y no repudio contenidos en la Ley 527 de 1999.

Artículo 10. Servicio de interoperabilidad. Los sujetos obligados 
en los términos de la presente Ley, deberán crear, diseñar o adecuar 
los mecanismos de intercambio de información de los sistemas y solu-
ciones tecnológicas que soportan sus trámites, dando cumplimiento al 
Marcó de interoperabilidad y los lineamientos de vinculación al servi-
cio de interoperabilidad de los servicios ciudadanos digitales según lo 
establecido sobre el particular por el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones.

Los plazos y condiciones para la implementación de la interoperabi-
lidad y el intercambio de información entre los sujetos obligados, serán 
los establecidos por el Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones.

Parágrafo. El Ministerio de Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones, deberá realizar el acompañamiento especialmente a los 
entes territoriales de tercera, cuarta, quinta y sexta categoría para dar 
cumplimiento a esta disposición.

Artículo 11. Servicio de autenticación digital. Los sujetos obligados 
en los términos de la presente Ley implementarán y se integrarán a 
servicio de autenticación digital, siguiendo los lineamientos que para 
ello disponga el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones.

En las relaciones que se establezcan con los sujetos obligados se 
deberán utiliza, los mecanismos de autenticación digital dispuestos en 
el marco de los servicio ciudadanos digitales por parte del Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones.

Artículo 12. Servicio de carpeta ciudadana digital. Los sujetos obli-
gados en los términos de le presente Ley deberán crear, diseñar o ade-
cuar los mecanismos técnicos que permitan la vinculación al servicio 
de carpeta ciudadana digital y garantizar el acceso de manera segura, 
confiable y actualizada al conjunto de los datos de quienes se relacio-
nan con el Estado. Igualmente, deberán suministrar a los prestadores de 
servicios ciudadano digitales los datos a los que se accede a través de 
la carpeta ciudadana digital siempre y cuando dichos prestadores cuen-
ten con autorización previa de los titulares de los datos. Asimismo, los 
sujetos obligados deberán contar con la herramientas e infraestructuras, 
suficientes y adecuadas que apoyen la disponibilidad y cobertura de los 
servicios ofertados por el prestador del servicie de carpeta ciudadana 
digital.

Los plazos y lineamientos para la implementación de la carpeta ciu-
dadana digital serán los establecidos por el Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comunicaciones.

Parágrafo. La carpeta deberá cumplir con todos los requisitos de se-
guridad de la información y protección de datos definidos por el Minis-
terio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. Así como 
deberá sujetarse a lo señalado en la Ley 527 de 1999, la Ley Estatutaria 
1581 de 2012, la Ley, 1712 de 2014 y demás normas sobre protección 
de datos personales, sobre acceso a la información pública nacional y 
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las disposiciones que las desarrollen modifiquen, sustituyan, deroguen 
o adicionen.

CAPÍTULO IV

Estampillas Electrónicas
Artículo 13. Desmaterialización y automatización de estampillas 

electrónicas. Las estampillas como tributo documental autorizadas por 
Ley, deberán emitirse, pagarse, adherirse o anularse a través de medios 
electrónicos, bajo el criterio de equivalencia funcional.

Parágrafo 1°. Para dar cumplimiento a este mandato, de acuerde con 
la forma y recursos que le sean asignados, la Agencia Nacional de Con-
tratación Pública, organizará dentro del Sistema Electrónico de Con-
tratación Pública (SECOP), o la plataforma que haga sus veces, como 
punto único de ingreso de información y de generación de reportes del 
Sistema de Compras y Contratación Pública, las funcionalidades tecno-
lógicas para el cumplimiento de este artículo.

La adopción de las estampillas electrónicas se deberá realizar de 
acuerdo con la categoría del ente territorial, en los siguientes plazos:

• Categoría Especial: Veinticuatro (24) meses a partir de la entra-
da en vigencia de esta ley.

• Primera Categoría: Treinta (30) meses a partir de la entrada en 
vigencia de esta ley.

• Segunda y Tercera Categoría: Treinta y seis (36) meses a partir 
de la entrada en vigencia de esta ley.

• Cuarta, Quinta y Sexta Categoría: Cuarenta y ocho (48) me-
ses a partir de la entrada en vigencia de esta ley.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico apropiar 
a la Agencia Nacional de Contratación Pública los recursos requeridos, 
con el fin de adecuar la plataforma SECOP conforme las funcionalida-
des tecnológica mencionadas en el parágrafo anterior.

Los Distritos, Departamentos y Municipios, transferirán al Minis-
terio de Haciende y Crédito Público, por una sola vez, hasta un veinte 
por ciento (20%) de recaudo anual de las estampillas, con el fin de fi-
nanciar lo establecido en el parágrafo primero del presente artículo, sin 
perjuicio del 20% que debe destinarse al pasivo pensional de que trata 
el artículo 47 de la Ley 863 de 2003.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público apropiará anualmente 
a la Agencia Nacional de Contratación Pública los recursos requeridos 
para la administración mantenimiento y operación de la plataforma, 
previa justificación con la presentación del anteproyecto de presupues-
to respectivo.

Parágrafo 3°. Los entes territoriales, en coordinación con la Agencie 
Nacional de Contratación Pública, deberán socializar por los medios 
que consideren más expeditos, la implementación y funcionamiento del 
sistema de desmaterialización y automatización de las estampillas elec-
trónicas en el término correspondiente señalado en el parágrafo 1°.

Parágrafo 4°. Si un trámite requiere de la expedición de estampilla 
emitidas por distintos entes territoriales, dichos entes deberán coordi-
narse .paré que el ciudadano pueda realizar el pago de dicha estampilla 
en un mismo momento a través del mecanismo virtual señalado en el 
parágrafo 1° del presente artículo.

El gobierno reglamentará la materia.

Artículo 14. Número máximo de estampillas El Gobierno nacional 
deberá radicar ante el Congreso de la República en un plazo máximo de 
un año contado a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, un 
Proyecto de Ley Orgánica que regule y ponga topes a la exigencia de 
estampillas para la realización de un mismo trámite.

CAPÍTULO V

De la gratuidad de certificados y las consultas de acceso a la infor-

mación pública
Artículo 15. Consultas de acceso a información pública. Los trámi-

tes que hayan sido establecidos o reglamentados con. anterioridad a la 
expedición de la ley de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca, sobre los cuales se tenga alguna tarifa asociada y cumplan con las 
características de consulta de acceso a información pública, deberán ser 
gratuitos de inmediato, salvo que se trate de normas de carácter espe-
cial, asociados al régimen mercantil, laboral, profesional y de seguridad 
social.

CAPÍTULO VI

Disposiciones Generales
Artículo 16. Priorización en la revisión de trámites. En la definición 

de los trámites, procesos y procedimientos que deberán. ser racionali-
zados, se tendrá en cuenta los principios de la función administrativa, 
incluidos los de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, im-
parcialidad y publicidad. En este sentido, examinará, entre otras, posi-
bles reformas que permitan:

a) Eliminar las asimetrías regulatorias en trámites, procesos y 
procedimientos, que generen tratos diferenciados de las entida-
des hacia los administrados, tales como las que pudieran existir 
entre productores locales importadores de los mismos bienes y 
servicios.

b) Mayor transparencia y economía en los trámites, procesos y pro-
cedimientos, para lo que deberán examinarse los casos en que 
sea posible eliminar el trámite y aprobación de permisos, regis-
tros o licencias previos, para avanzar hacia esquemas de noti-
ficación o autorización automáticas, y fortalecer en su lugar el 
control o vigilancia posterior.

c) Reducir espacios a la subjetividad y prever la adopción de guías 
públicas o lineamientos objetivos para la toma de decisiones 
imparciales frente a conceptos y aprobaciones relacionadas con 
trámites, procesos o procedimientos administrativos.

Artículo 17. Oficina de la relación con el ciudadano. En la Nación, 
en los Departamentos, Distritos y Municipios con población superior a 
100.000 habitantes, deberán crear dentro de su planta de personal exis-
tente una dependencia o entidad única de relación con el ciudadano que 
se encargará de liderar al interior de la entidad la implementación de 
las políticas que incidan en la relación Estado Ciudadano definidas por 
el Departamento Administrativo de la Función Pública, siempre que su 
sostenimiento esté enmarcado dentro de las disposiciones de los artícu-
los 3°, 6° y 75 de la Ley 617 del 2000, o aquellas que las desarrollen, 
modifiquen, sustituyan, deroguen o adicionen, y respetando el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo y Marco de Gasto de Mediano Plazo.

El servidor público responsable de dicha dependencia o entidad, de-
berá ser del nivel directivo.

Parágrafo 1°. La Nación y los entes territoriales que cumplan. con 
las condiciones fijadas en el presente artículo, tendrán plazo de doce 
(12) meses para la creación de la Oficina de la Relación con el Ciudada-
no, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

Artículo 18. Creación de trámites. Cuando a través de un proyecto 
de ley se pretenda crear, actualizar o regular un trámite, y este no se 
encuentre adecuado con la política de racionalización de trámites, el 
Departamento Administrativo de la Función Pública emitirá un concep-
to presentando las observaciones pertinentes.

Artículo 19. Fortalecimiento del Sistema Único de Información de 
Trámites (SUIT). El Departamento Administrativo de la Función Públi-
ca deberá actualizar y mejorar permanentemente el Sistema Único de 
Información de Trámites o el que haga sus veces, para que las entidades 
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obligadas registren información sobre los procedimientos internos aso-
ciados a la gestión de trámites e información pública disponible. Este 
sistema deber permitir cuantificar costos administrativos asociados y 
ahorros a los usuarios por efectos de la racionalización de trámites.

El contenido de la información registrada en el SUIT es responsabi-
lidad de cada una de las entidades. Toda actualización de la información 
del trámite deberá llevarse a cabo dentro de los tres (3) días siguientes 
a la expedición del acto administrativo correspondiente.

Artículo 20. Términos para resolver trámites. El término para resol-
ver de fondo un trámite será el dispuesto en la Ley que fundamenta su 
creación o su decreto reglamentario. Los servidores públicos bajo nin-
guna circunstancia podrán resolver un trámite por fuera de los términos 
allí estipulados.

En caso de que no se disponga término para resolver de fondo un 
trámite en la ley o decreto reglamentario, este deberá resolverse con-
forme a lo dispuesto en la Ley 1755 de 2015, o las disposiciones que la 
desarrollen, modifiquen, sustituyan, deroguen o adicionen.

Parágrafo. En el proceso de reglamentación de trámites creados por 
ley, las entidades deberán presentar al Departamento Administrativo de 
la Función Pública el estudio efectuado para determinar los tiempos de 
respuesta de los trámites.

Artículo 21. Racionalización de licencias, autorizaciones y permi-
sos. Los sujetos obligados en los términos de la presente Ley que otor-
guen licencias, autorizaciones, registros, notificaciones y/o permisos 
que faculten a una persona natural o jurídica para producir, comerciali-
zar, comunicar, importar, exportar, envasar, procesar, semielaborar y/o 
expender un producto o bien, procurarán adoptar esquemas de vigencia 
indefinida para estas licencias, autorizaciones, registros, notificaciones 
y/o permisos. En los casos en que no proceda la vigencia indefinida, los 
sujetos obligados deberán de manera imperativa y pública, justificar las 
razones técnicas por las cuales no podrán adoptar lo dispuesto en este 
artículo.

Para la vigencia indefinida, la autoridad competente que ejerza la 
función permanente de inspección, vigilancia y control sobre dicha li-
cencia, autorización y/o permiso deberá elaborar un informe cada diez 
(10) años en el que exponga la reducción de trámites lograda por la 
aplicación de la figura de vigencia indefinida junto con las actividades 
de inspección, vigilancia y control que ha permitido resguardar el bien 
jurídico tutelado. Bajo ninguna circunstancia le elaboración de dicho 
informe supondrá la suspensión de la licencia, autorización y/o permi-
so.

Lo anterior sin perjuicio del ejercicio de la función permanente de 
inspección vigilancia y control que ejerce el Estado sobre estas licen-
cias, autorizaciones y/o permisos, a través de las entidades competentes.

Parágrafo 1°. Se exceptúan licencias, autorizaciones, registros noti-
ficaciones y/o permisos establecidos en cumplimiento de los compro-
misos adquiridos en los Acuerdos Comerciales Internacionales vigentes 
y en virtud de Decisiones de la Comunidad Andina, caso en el cual la 
autoridad competente adoptará modelos de renovación automática o de 
vigencia indefinida, siempre, cuando ello sea procedente.

Parágrafo 2°. Se exceptúan de lo estipulado en este artículo aquellos 
trámites que en materia ambiental requieran modificación de 10, linea-
mientos otorgados, así. como la inscripción y renovación del registre 
mercantil, y del registro nacional de turismo.

Artículo 22. Periodo de transición para las nuevas regulaciones. 
Los sujetos obligados en los términos de la presente ley que tengan fun-
ciones regulatorias y adopten nuevas regulaciones con las que se creen 
nuevos requisitos, procedimientos o procesos, deberán establecer, de 
acuerdo con las características de cada sector, un periodo de transición 
que les permita a las personas naturales o jurídicas destinatarias de la 

nueva regulación la implementación de los nuevos requisitos, procedi-
mientos o procesos.

Este período de transición deberá adoptarse de tal forma en que se 
promueva la competitividad y el crecimiento de los sectores produc-
tivos, no se afecte la generación de empleo ni la competencia en los 
mercados y no se generen barreras a las nuevas inversiones.

Parágrafo 1°. Sé exceptúa de lo dispuesto en este artículo a la regu-
laciones expedidas por las Comisiones de Regulación.

Artículo 23. Incentivos para el ciudadano. Los ciudadanos que rea-
licen los trámites en línea podrán recibir un incentivo o valor agregado, 
que deberá ser fijado por la entidad responsable del trámite mediante 
acto administrativo.

Artículo 24. Reconocimiento para las entidades. El Departamento 
Administrativo de la Función Pública, deberá establecer un programa 
de reconocimiento para las entidades de la Rama Ejecutiva a nivel na-
cional y territorial con mejor rendimiento en la aplicación de la presente 
ley.

Artículo 25. Responsabilidad y reporte. El Departamento Adminis-
trativo de la Función Pública, deberá presentar anualmente a la Procu-
raduría General de la Nación, un informe en el que se relacionen las 
entidades que incumplan las disposiciones relacionadas con la política 
pública de Racionalización de Trámites y con lo estipulado en esta ley.

Todos los aspectos relacionados con el contenido, estructura y 
presentación del informe, deberán ser reglamentados por el Depar-
tamento Administrativo de la Función Pública a través de un acto 
administrativo.

Artículo 26. Responsabilidad disciplinaria. El no cumplimiento de 
los lineamientos y criterios fijados por el Departamento Administrativo 
de la Función Pública, o por el Ministerio de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones, así como de lo dispuesto en la presente 
ley, constituirá, para el servidor público que tenga asignada esta com-
petencia o función, incumplimiento de los deberes, de conformidad con 
el artículo 38 de la Ley 1592 de 2019, o las disposiciones que lo desa-
rrollen, modifiquen, sustituyan, deroguen o adicionen.

Artículo 27. Implementación nacional y territorial. Los sujetos obli-
gados tendrán un plazo máximo de doce (12) meses para darle cumpli-
miento a la presente ley, salvo que otra disposición en la misma indique 
un término diferente, para ello deberán hacer los ajustes institucionales, 
normativos, administrativos y presupuestales que sean necesarios.

Se aplicará el mismo término para el ejercicio de las facultades re-
glamentarias dispuestas en la presente ley.

Artículo 28. Lenguaje claro. Los sujetos obligados, con el propósito 
de facilitar la comunicación entre los ciudadanos y el Estado, deberán 
incorporar en la creación e implementación de los formularios únicos, 
procedimientos y esquemas de comunicación, publicación e informa-
ción pública relacionados con los trámites que se adelanten en su en-
tidad, las recomendaciones y lineamientos que defina el Gobierno na-
cional.

Artículo 29. Los sujetos obligados en los términos de la presente 
ley, deberán habilitar una plataforma de pagos en línea para el pago por 
parte de las personas naturales y jurídicas de los costos asociados a los 
trámites, procesos y procedimientos a cargo de estas entidades.

En todo caso, los sujetos obligados buscarán implementar otros me-
dios de pago adicionales al establecido en el presente artículo.

Artículo 30. Los sujetos obligados en el artículo 2° de la presen-
te ley implementarán los sistemas necesarios para que las personas en 
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condición de discapacidad visual puedan realizar trámites, procesos y 
procedimientos.

Artículo 31. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige desde su 
promulgación, y deroga las normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Lidio Arturo García Turbay.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Carlos Alberto Cuenca Chaux.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 25 de agosto de 2020.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

La Ministra del Interior,

Alicia Victoria Arango Olmos

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Claudia Blum de Barberi

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

José Manuel Restrepo Abondano.

La Ministra de Educación Nacional,

María Victoria Angulo González

La Ministra de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones,

Karen Cecilia Abudinen Abuchaibe

El Director del Departamento Nacional de Planeación,

Luis Alberto Rodríguez Ospino

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Antonio Grillo Rubiano

ministerio del interior

Decretos

DECRETO NÚMERO 1168 DE 2020

(agosto 25)

por el cual se imparten instrucciones en virtud de la emergencia sanitaria generada por la 
pandemia del Coronavirus COVID-19, y el mantenimiento del orden público y se decreta 

el aislamiento selectivo con distanciamiento individual responsable.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades constitucionales 
y legales, en especial las que le confiere el numeral 4 del artículo 189, artículos 303 y 315, 
de la Constitución Política de Colombia, y el artículo 199 de la Ley 1801 de 2016,

CONSIDERANDO: 

Que de conformidad con el artículo 2° de la Constitución Política, las autoridades de 
la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 
en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, y para asegurar el 
cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares.

Que de conformidad con el numeral 4 del artículo 189 de la Constitución Política de 
Colombia, corresponde al presidente de la República, conservar el orden público en todo 
el territorio nacional.

Que el artículo 24 de la Constitución Política establece el derecho fundamental a 
circular libremente por el territorio nacional; sin embargo, no es un derecho absoluto, pues 
consagra que puede tener limitaciones, tal y como la Honorable Corte Constitucional en 
sentencia T-483 del 8 de julio de 1999 lo estableció en los siguientes términos:

“El derecho fundamental de circulación puede ser limitado, en virtud de la ley, pero 
sólo en la medida necesaria e indispensable en una sociedad democrática, con miras a 
prevenir la comisión de infracciones penales, proteger el interés público, la seguridad 
nacional, el orden público, la salud y la moral públicas, o los derechos y libertades de 
las demás personas, y en cuanto a la restricción sea igualmente compatible con el ejercicio 
de los demás derechos fundamentales reconocidos por la Constitución. Pero, como lo ha 
sostenido la Corte, toda restricción de dicho derecho debe estar acorde con los criterios de 
necesidad, racionalidad; proporcionalidad y finalidad; no son admisibles, por lo tanto, las 
limitaciones que imponga el legislador arbitrariamente, esto es, sin que tengan la debida 
justificación, a la luz de los principios, valores, derechos y deberes constitucionales”. (La 
negrilla fuera del texto original).

Que los artículos 44 y 45 superiores consagran que son derechos fundamentales de los 
niños, niñas y adolescentes, la vida, la integridad física, la salud y la seguridad social, y el 
Estado tiene la obligación de asistirlos y protegerlos para garantizar el ejercicio pleno de 
sus derechos.

Que el artículo 46 de la Constitución Política contempla que el Estado, la sociedad y 
la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad 
y les garantizará los servicios de seguridad social integral.

Que de conformidad con lo establecido en los artículos 49 y 95 de la Constitución 
Política, toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y de su 
comunidad, y obrar conforme al principio de solidaridad social, respondiendo con acciones 
humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la salud de las personas.

Que la honorable Corte Constitucional en Sentencia C-366 de 1996, reiterada en la 
Sentencia C-813 de 2014, precisó:

“En líneas muy generales, según la doctrina nacional, el poder de policía es una de 
las manifestaciones asociadas al vocablo policía, que se caracteriza por su naturaleza 
puramente normativa, y. por la facultad legítima de regulación de la libertad con actos de 
carácter general e impersonal, y con fines de convivencia social, en ámbitos ordinarios 
y dentro de los términos de la salubridad, moralidad, seguridad y tranquilidad públicas 
que lo componen. Esta facultad que permite limitar en general el ámbito de las libertades 
públicas en su relación con estos términos, generalmente se encuentra en cabeza del 
Congreso de la República, en donde es pleno, extenso y preciso, obviamente ajustado a 
la Constitución, y, excepcionalmente, también en los términos de la Carta Política está 
radicado en autoridades administrativas a las cuales se les asigna un poder de policía 
subsidiario o residual como en el caso de la competencia de las asambleas departamentales 
para expedir disposiciones complementarias a las previstas en la ley.

De otra parte, la función de policía implica la atribución y el ejercicio de competencias 
concretas asignadas de ordinario y mediante el ejercicio del poder de policía a las 
autoridades administrativas de policía; en últimas, esta es la gestión administrativa en 
la que se concreta el poder de policía y debe ser ejercida dentro de los marcos generales 
impuestos por la ley en el orden nacional. Su ejercicio compete exclusivamente al 
Presidente de la República, a nivel nacional, según el artículo 189-4 de la Carta, 
y en las entidades territoriales a los gobernadores y los alcaldes quienes ejercen la 
función de policía (artículos 303 y 315-2 C. P.), dentro del marco constitucional, legal 
y reglamentario. 

En síntesis, en el ejercicio del poder de policía y a través de la Ley y del reglamento 
superior se delimitan derechos constitucionales de manera general y abstracta y se 
establecen las reglas legales que permiten su específica y concreta limitación para 
garantizar los elementos que componen la noción de orden público policivo, mientras 
que a través de la función de policía se hacen cumplir jurídicamente y a través de actos 
administrativos concretos, las disposiciones establecidas en las hipótesis legales, en virtud 
del ejercicio del poder de policía.” (Negrilla fuera de texto original).

Que la honorable Corte Constitucional en Sentencia C-045 de 1996, al pronunciarse 
sobre el orden público, manifestó:

“5.1. Los derechos fundamentales no son absolutos

Como lo ha señalado esta Corporación en reiterada jurisprudencia, no hay derechos 
ni libertades absolutos. La razón de ello estriba en la necesaria limitación de los derechos 
y las libertades dentro de la convivencia pacífica; si el derecho de una persona fuese 
absoluto, podría pasar por encima de los derechos de los demás, con lo cual el pluralismo, 
la coexistencia y la igualdad serían inoperantes. También cabe resaltar un argumento 
homológico, lo cual exige que, en aras de la proporcionalidad sujeto-objeto, este último 
sea también limitado. ¿Cómo podría un sujeto finito y limitado dominar jurídicamente un 
objeto absoluto?

En el consenso racional y jurídico cada uno de los asociados, al cooperar con los fines 
sociales, admite que sus pretensiones no pueden ser ilimitadas, sino que deben ajustarse 
al orden público y jamás podrán sobrepasar la esfera donde comienzan los derechos y 
libertades de los demás.

Ahora bien, cabe hacer una distinción con fundamento en la realidad jurídica: Una 
cosa es que los derechos fundamentales sean inviolables, y otra muy distinta es que sean 
absolutos. Son inviolables, porque es inviolable la dignidad humana: En efecto, el núcleo 
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